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La iniciativa de reforma a la constitu­
ción y la propuesta de ley de derechos
de los pueblos y comunidades indíge­
nas del estado de Oaxaca constituyen
un mensaje alentador tanto por su con­
tenido como porque demuestra que
ante el complejo problema del derecho
indígena se pueden plantear soluciones
cuando existe la voluntad política y la
sensibilidad para asumir que se debe
propiciar la modificación en el orden
jurídico de los ejes excluyentes de la
pluriculturalidad y no a la inversa, pre­
tendiendo garantizar que no se alteren
dichos ejes. La propuesta de reforma
constitucional incluye los artículos 12,
16, 94, 151 Y transitorios que estable­
cen la obligación de emitir la Ley de
derechos de los Pueblos y Comunida­
des Indígenas del estado de Oaxaca,
reglamentaria del artículo 16. Precisa­
mente en éste último artículo se en­
cuentra la parte fundamental de la
reforma, ya que enuncia, sin incluir por
cierto la expresión "se reconoce", que
el derecho a la libredeterminación de
los pueblos y comunidades indígenas
se expresa como autonomía en tanto
partes integrantes del estado de
Oaxaca en consonancia con el orden

jurídico vigente, por lo tanto tienen per­
sonalidad jurídica de derecho público
y gozan de derechos sociales, en los
términos de la ley reglamentaria que al
efecto se expida y , a continuación,
enlista el contenido de dicha ley. Este
artículo reproduce la Iimitante del ac­
tual párrafo primero del artículo cuar­
to constitucional que delega en la ley
el contenido de los derechos y con ello
se vulnera el efecto jurídico de los mis­
mos frente al conjunto de las normas
de la Constitución y frente a las legisla­
ciones locales en materias comunes. Sin
embargo, el proyecto de ley aludido,
presentado al congreso local, es un ejer­
cicio acabado y riguroso de aplicación
del convenio 169 de la OIT en cumpli­
miento del 133 constitucional que lo
ubica como parte de la Ley Suprema.
Se observa también y así se reconoce
que partió de los Acuerdos de San An­
drés y de los resultados de la consulta
nacional realizada por el Congreso de
la Unión y el Gobierno Federal Por ello
observamos que se incluyen los con­
ceptos básicos de la demanda indíge­
na como es el de Iibredeterminación y
autonomía para los pueblos y comuni­
dades indígenas. No hay sacrificio en
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la amplitud del sujeto de derecho, sino
relación de todo y parte que no se pier­
de en ningún momento, Destaca la
apertura a temas como los de tierras y
territorios, acceso al uso y disfrute de
recursos naturales y jurisdicción indíge­
na. En este último, define un conjunto
de facultades que supera la tendencia
reduccionista implícita en reformas que
siendo novedosas no rebasan la visión
de la resolución de conflictos menores.
Es el caso de la de Justicia Indígena
en Quintana Roo, o la más reciente de
jueces de paz en Chiapas. La iniciativa
oaxaqueña establece que "Ias autori­
dades indígenas tradicionales ejercerán
jurisdicción: cuando la materia de que
se trate verse sobre: delitos cuya san­
ción sea solamente económica o no
exceda de dos años de prisión, tenen­
cia individual de la tierra en la comuni­
dad de referencia, faltas administrativas
y de policía, atentados contra las for­
mas de organización, cultura, servicios
comunitarios, trabajos y obras públicas,
cuestiones del trato civil y familiar. ..".
Así queda establecida una jurisdicción
que supera la división por materias del
orden jurídico nacional, sin olvidar la
precisión de los requisitos procesales
de competencia y de respeto a los
derechos humanos. Por otra parte, se
aleja de la posibilidad de establecer fue­
ros, privilegios o tribunales especiales
al incluir elementos de articulación con
las instancias del estado cuando seña­
lan que las autoridades indígenas po­
drán recurrir a ellas cuando exista
desacato en el cumplimiento de una
resolución. Asimismo acota la convali­
dación a la condición de que así lo soli-
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cite alguna de las partes, lo que de he­
cho constituye la garantía de apelación.

Sin duda el Congreso local tendrá
que realizar una revisión acuciosa de
dicha iniciativa para salvar los posibles
conflictos con la dimensión federal o
para precisar conceptos, como en el
caso del delito de etnocidio que bien
podría ubicarse en el código penal es­
tatal y deslindar ahí, por su naturaleza
diferente a la discriminación.

Asumiendo la complejidad del
proceso de juridicidad del derecho in­
dígena y en el ánimo de presentar esta
contribución al Congreso local del Es­
tado de Oaxaca, anotaré algunas ob­
servaciones y comentarios en asuntos
específicos del proyecto de ley ya men­
cionado. Es el caso de los pueblos y
comunidades indígenas como sujetos
de derecho, el orden jurídico nacional
y el derecho indígena en Oaxaca a la
luz de la universalidad de ciertos dere­
chos. Asimismo plantearé una reflexión
sobre el territorio indígena y el pacto
federal, la regulación federal y las fa­
cultades estatales, para abordar ense­
guida los que a mi juicio aparecen
como riesgos de sustitución estatal en
la autonomía de los pueblos y comuni­
dades indígenas. Asimismo, enunciaré
la propuesta de delito de etnocidio
como un ejemplo de normas que jun­
to a las relativas a educación, sería de­
seable se ubicaran en la regulación
propia de su materia. Concluiré con dos
temas relativos a la autonomía indíge­
na y la reforma del Estado, y el que alu­
de a la necesaria continuidad de la
reforma Oaxaqueña al conjunto de su
orden jurídico.
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PUEBLOS y COMUNIDADES

INDÍGENAS COMO SUJETOS

DE DERECHO

En sus artículos 20 y 30 la iniciativa de
Ley establece y define tanto a los suje­
tos de la misma como los conceptos
básicos. En concordancia con el artí­
culo 16 de la Constitución del Estado,
que será reformado en un momento
previo al análisis y dictamen de la Ley
se dispone que" El estado de Oaxaca
tiene una composición étnica-plural
sustentada en la presencia mayoritaria
de sus pueblos y comunidades indíge­
nas cuyas raíces culturales e históricas
se entrelazan con las que constituyen
la civilización mesoamericana; hablan
una lengua propia; han ocupado sus
territorios en forma continua y perma­
nente; en ellos han constituido sus cul­
turas específicas, que es lo que los
identifica internamente y los diferencia
del resto de la población del Estado. Di­
chos pueblos y comunidades tiene exis­
tencia previa a la formación del Estado
de Oaxaca y fueron la base para la con­
formación política y territorial del mismo,
por lo tanto tienen los derechos sociales
que la presente Ley les reconoce.

Esta Ley reconoce a los siguien­
tes pueblos indígenas: Amuzgos ,
Cuicatecos, Chatinos, Chinantecos,
Chocholtecos, Chontales, Huaves,
Ixcatecos, Mazatecos, Mixes, Mixtecos,
Nahuas, Triques, Zapotecos y Zaques,
así como a las comunidades indígenas
que conforman aquéllos.

Esta Ley protegerá, también a las
comunidades afromexicanas y a los in-
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dígenas pertenecientes a cualquier cir­
cunstancia, que residen dentro del te­
rritorio del Estado de Oaxaca.

y en su artículo 3º se anota,
"Para los efectos de la presente Ley se
entenderá por:

1.- Estado: La persona moral de dere­
cho público que representa a la
Entidad Federativa de Oaxaca y de
su gobierno, en cuanto es parte in­
tegrante del sistema federal;

11.- Pueblos indígenas: Aquellas colec­
tividades humanas que, por haber
dado continuidad histórica a las
instituciones políticas, económicas
sociales y culturales que poseían
sus ancestros antes de la creación
del Estado de Oaxaca: poseen for­
mas propias de organización eco­
nómica, social, política y cultural;
y afirman libremente su pertenen­
cia a cualquiera de los pueblos
mencionados en el segundo párra­
fo del artículo 2º de este ordena­
miento. El Estado reconoce a
dichos pueblos indígenas el carác­
ter jurídico de personas morales de
derecho público para todos los
efectos que se deriven de sus rela­
ciones con los Gobiernos Estatal y
Municipales, así como con terce­
ras personas.

111.- Comunidades indígenas: Aquellos
conjuntos de personas que forman
una o varias unidades socioeco­
nómicas y culturales, que pertene­
cen a un determinado pueblo
indígena de los enumerados en el
artículo 2º de este ordenamiento
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y que tengan una categoría admi­
nistrativa inferior a la del munici­
pio , como agencias municipales
o agencias de policía. El Estado
reconoce a dichas comuni~ades

indígenas el carácter jurídico de
personas morales de aerecho pú­
blico, para todos los efectos que
se deriven de sus relaciones con
los Gobiernos Estatal y Municipales,
así como con terceras personas.

IV.- Autonomía: La expresión de la li­
bre determinación de los pueblos
y comunidades indígenas como
partes integrantes del Estado de
Oaxaca, en consonancia con el
orden jurí'dico vigente, para adop­
tar por sí mismos decisiones e ins­
tituir prácticas propias relacionadas
con su cosmovisión, territorio in­
dígena, tierra, recursos naturales,
organización sociopolítica, admi­
nistración de justicia, educación,
lenguaje, salud y cultura.

Como vemos esta ley define con
claridad a los pueblos y comunidades
indígenas como sujetos de la misma.
Habría que revisar, sin embargo, la
implicación restrictiva que pueda tener
la mención de que "han ocupado sus
territorios en forma continua y perma­
nente". Si asumimos que los sucesivos
despojos han evitado la continuidad y
permanencia en dichos espacios.

Este riesgo se supera en el siguien­
te artículo relativo a las definiciones. En
ellas se omite la continuidad y perma­
nencia en el territorio tanto de pueblos
como de comunidades indígenas. Los
define como personas morales de de­
recho público con una Iimitante que
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bien podría suprimirse" para todos los
efectos que se deriven de sus relacio­
nes con los Gobiernos Estatal, Munici­
pales, así como con terceras personas".
Entendiendo la preocupación de no
invadir facultades federales se podría
evitar esa acotación si se recuerda que
el marco jurídico de estas regulaciones
estatales está constitutído tanto por el
convenio 169 de la OIT como por el
actual párrafo primero del artículo cuar­
to constitucional y el párrafo segundo
de la fracción VII del 27 constitucional.

EL ORDEN JURÍDICO

NACIONAL Y EL DERECHO

INDÍGENA EN OAXACA:

UNIVERSALIDAD DE LOS

DERECHOS

Se deben revisar las reiteraciones inne­
cesarias de la Constitución General,
tanto en lo que se refiere a los dere­
chos individuales comunes a indígenas
yana indígenas, como a los derechos
sociales cuyo concepto incluye los re­
lativos a los pueblos indígenas pero no
se agota en los mismos.

Esta situación se observa en el arto
30 frs VI- y VII Yse retoma en el60 y en
el 48.

VI. Derechos individuales: Las fa­
cultades y las prerrogativas que el or­
den jurídico oaxaqueño otorga a todo
hombre o mujer independientemente
de que sea o no integrante de un pue­
blo o comunidad indígena, por el sólo
hecho de ser personas.
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VII.- Derechos Sociales: Las facul­
tades y prerrogativas de naturaleza
colectiva que en los ámbitos político,
económico, social, cultural y jurisdiccio­
nal el orden jurídico oaxaqueño reco­
noce a los pueblos y comunidaes
indígenas para garantizar su existencia,
pervivencia, dignidad bienestar y no
discriminación basada en la pertenen­
cia a aquellos.

Art. 6°. Las autoridades estatales,
municipales y tradicionales, en el ejer­
cicio de sus atribuciones, así como los
particulares, respetarán íntegramente la
dignidad y derechos individuales de los
indígenas, tratándolos con el respeto
que deriva de su calidad como perso­
nas. La misma obligación tendrán con
relación a los derechos sociales de los
pueblos y comunidades indígenas.

Art. 48.- Corresponde a las muje­
res y a los hombres indígenas el dere­
cho fundamental de determinar el
número y espaciamiento de sus hijos y
al Estado la obligación de difundir orien­
tación sobre salud reproductiva de
manera que aquellos puedan decidir de
manera informada y responsablemen­
te al respecto.

Art. 51.- El Estado garantizará los
derechos individuales de las niñas y los
niños indígenas a la vida, a la integri­
dad física y mental, a la libertad y a la
seguridad de sus personas. Asimismo,
sancionará en los términos previstos
por el artículo 18 de la presente Ley la
separación forzada de niñas y niños
indígenas, de sus familílas, pueblos y
comunidades.

En todo caso podría incluírse una
reafirmación de que el ejercicio de los
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derechos colectivos se hará sin deméri­
to de los individuales, enfatizando que
la titularidad de los derechos colecti­
vos no puede ser individualizada por­
que violaría el derecho en común con
el resto de los integrantes de pueblos
y comunidades indígenas.

EL TERRITORIO

INDÍGENA Y EL PACTO

FEDERAL

En el artículo dedicado a las definicio­
nes, el tercero, se anota que

V.- Territorio indígena: Es la porción del
territorio nacional que define el ámbi­
to espacial, natural, social, y cultural en
donde se asientan y desenvuelven los
pueblos y comunidades indígenas; en
ella, el Estado Mexicano ejerce plena­
mente su soberanía, el Estado de
Oaxaca su autonomía, y los pueblos y
comunidades indígenas expresan su
forma específica de relación con el
mundo. Me parece que esta definición
incluye conceptos de naturaleza diver­
sa al referirse a la soberanía del Estado
y a la autonomía de la entidad federa­
tiva, contrasta el concepto de territo­
rio como elemento constitutivo del
Estado respecto al territorio indígena
como el asiento material de la cultura
de los pueblos y comunidades indíge­
nas. Tal y como quedó redactado terri­
torio indígena puede leerse como
sinónimo de cosmovisión.

Por otra parte, la confusión se
hace presente cuando se lee en el Ar-



tículo 80
• "Cada pueblo o comunidad

indígena en consenso con el Estado y
en su caso con los Ayuntamientos y sin
perjuicio de terceros, definirá los lími­
tes de su territorio indígena dentro de
los cuales ejercerán la autonomía que
ésta ley les reconoce, al nivel del muni­
cipio, de las agencias municipales o de
policía, de las asociaciones integradas
por varios municipios entre sí, comuni­
dades entre sí o comunidades y muni­
cipios". Sería importante precisar si el
derecho a la autonomía implica la crea­
ción de entidades territoriales distintas
a las establecidas en el pacto federal.
No parece ser así sobre todo porque
no estaría facultada una entidad
federativa para modificarlo. Siendo este
el caso, no es posible definir un territo­
rio más allá de lo establecido a nivel
municipal y sus alternativas de remu­
nicipalización o de asociación interco­
munitaria o intermunicipal. Así pues,
parecería que no se trataría de definir
su territorio como se menciona en la
iniciativa sino su espacio de organiza­
ción política dentro del pacto federal.
Por otra parte puede resultar restricti­
vo al concepto de territorio el que apa­
rezca por la vía de este artículo como
sinónimo de la forma de organización
política, pues quedaría atrapado en las
facultades que tiene el municipio o en
su caso, la agencia municipal y queda­
rían fuera facultades derivadas del
derecho al territorio como sería la dis­
posición sobre lugares sagrados, el ac-
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ceso al uso y disfrute de recursos natu­
rales o la misma propiedad sobre flora
y fauna entre otros.

REGULACIÓN FEDERAL y

FACULTADES ESTATALES

El Estado de Oaxaca está asumiendo
el reconocimiento de derechos a los
pueblos indígenas en un marco consti­
tucional que resulta limitado dado el
régimen de distribución de competen­
cias en el que si bien se establece, en el
artículo 124 constitucional, que las fa­
cultades que no estén expresamente
concedidas a la Federación se entien­
den reservadas a los Estados, la Supre­
ma Corte de Justicia ha sentado la tesis
de que" lo que los estados puedan ejer­
citar, no pueden contradecir a las que
a la federación correspondan; de ma­
nera que si dictan una ley (fiscal), que
haga nugatorias las prevenciones de
una ley federal, (como lo es el código
de comercio) aquella ley no puede sub­
sistir'"

Si bien es cierto que es poco pro­
bable que integrantes del Congreso lo­
cal, el 33% de ellos llegaran a ejercer
acción de inconstitucionalidad confor­
me al artículo 105 de la Constitución
General, también lo es que no tiene
mucho sentido incluir en la ley oaxa­
queña derechos cuyo ejercicio depen­
da de atribuciones o regulaciones
federales. Por ello anotaría ejemplos

1 Tomo XVIII p. 374, Amparo administrativo en revisión, Colonia Alta Vista y Anexas, 5A 23 de
febrero de 1926, unanimidad de 10 votos).
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que habría que revisar con dete­
nimiento:

a) Dice el artículo 15 de la iniciativa de
ley que: "quedan prohibidos los reaco­
modos y desplazamientos de pueblos
y comunidades indígenas, excepción
hecha de aquellos casos que proven­
gan de las propias necesidades de di­
chos pueblos y comunidades o se
motiven por el orden público. Para el
primer caso se establece la obligación
de los pueblos y comunidades de justi­
ficar al Estado dicha medida, para el
segundo se reproducen las garantías
establecidas en el convenio 169 acerca
de la indemnización, de su ubicación
en lugares similares en características
cuando la reubicación sea definitiva y
de la posibilidad de regresar cuando
desaparezcan las causas que la moti­
varon. Bien si se trata de circunstancias
bajo el dominio de facultades de la
entidad federativa o de circunstancias
graves pero de efectos temporales
como un huracán, sin embargo, las prin­
cipales causas de reubicación reacomo­
dos o desplazamientos se refieren a
obras definidas bajo competencia fe­
deral y frecuentemente ligadas a proyec­
tos hidroeléctricos o megaproyectos .

b) Dice el artículo 16 que en materia
de conflictos agrarios se promoverá la
conciliación (esta norma ya está inclui­
da en la Constitución de la entidad).
De cualquier forma, es sin duda positi­
va, más aún si se considera que la ma­
yor parte de las tierras de estos pueblos
y comunidades están bajo el régimen
comunal que tiene una relativa protec-
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ción del libre mercado. Sin embargo
sabemos que la protección de la inte­
gridad de las tierras de los grupos indí­
genas, como establece el artículo 27
constitucional no está regulada en la
Ley Agraria y la conciliación se realiza
con un marco federal que tiene una
lógica poco afín al significado que tie­
ne la tierra en la cosmovisión de dichos
pueblos y comunidades.

c) En cuanto al derecho a establecer
sus propios medios: radio, televisaras.
Siendo materia exclusivamente federal no
tiene efecto jurídico su inclusión en el
ámbito estatal, salvo que se estableciera
la obligación del Estado de contribuir con
los recursos y la capacitación necesarios
para que adquieran dichos medios.

d) Igual que el caso anterior es el relati­
vo a la materia religiosa regulada por
la Ley de Asociaciones Religiosas y
Culto Público, así como el de sitios ar­
queológicos y monumentos históricos,
recursos genéticos, propiedad de flora
y fauna, elementos importantes del
patrimonio cultural de los pueblos y
que también se encuentran bajo regu­
lación federal.

RIESGOS DE SUSTITUCIÓN

ESTATAL EN LA AUTONOMÍA

DE LOS PUEBLOS Y

COMUNIDADES INDÍGENAS

a) Intermediarismo no es igual a repre­
sentación.



En el artículo 7° se establece que
queda prohibida la participación de in­
termediarios en las relaciones de los
pueblos y comunidades con las autori­
dades y en la gestión de negocios

Entendiendo la preocupación.
implícita en la disposición habría que
considerar que los pueblos y sus co­
munidades gozarán de autonomía y
ésta incluye el nombrar representantes.
Si se reconocen como sujeto de dere­
chos no tendría porqué regularse des­
de el Estado este tipo de situaciones.

b) Las autoridades indígenas deben ser
reconocidas sin el calificativo de tradi­
cionales

A lo largo de la iniciativa se califi­
ca a las autoridades indígenas como
tradicionales (arts. 6°, 34, 39 por ejem­
plo). Este concepto refiere normalmen­
te a los ancianos y sabemos que en los
pueblos y comunidades indígenas el
sistema de autoridades es más amplio.
En aras de su autonomía y en conside­
ración a la generalidad de la ley sería
conveniente hablar simplemente de
autoridades indígenas.

c) La participación de la mujer indígena
Dice el artículo 50 de un capítulo

denominado mujeres indígenas:
"El Estado asume la obligación de

propiciar la información, la capacita­
ción, la difusión y el diálogo, para que
los pueblos y comunidades indígenas
tomen medidas tendientes a lograr la
participación plena de las mujeres en
la vida política, económica, social y
cultural de los mismos, a fin de cumplir
cabalmente con el artículo 12 de la
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Constitución Estatal. Es un hecho la
muy escasa participación de la mujer
indígena dentro de los espacios de go­
bierno interno de pueblos y comuni­
dades. La pregunta que habremos de
hacernos es si es compatible la inter­
vención del Estado para propiciarla, si
tomamos en consideración que se es­
tán reconociendo su autonomía y for­
mas propias de organización social y
política. ¿No se estará introduciendo
con este artículo un siempre y cuando
propicien la participación plena de las
mujeres? ¿Qué corresponde al estado
y qué a los pueblos y comunidades y
qué dentro de ellos, a sus integrantes
hombres y mujeres? ¿No hay un sesgo
en la preocupación por la participación
de la mujer dentro de sus pueblos y
comunidades y la ausencia de referen­
cia a los derechos políticos de partici­
pación de pueblos y comunidades y de
sus integrantes, hombres y mujeres mas
allá del municipio, en toda la entidad y
en sus diferentes poderes?

ETNOCIDIO ATAÑE A LA

CULTURA DE UN PUEBLO Y

DISCRIMINACIÓN A LOS

INTEGRANTES DE DICHOS

PUEBLOS

Sería conveniente revisar si los delitos
de etnocidio y el de discriminación,
cada uno con sus características, debe
regularse en el código penal. No pare­
ce conveniente ubicar a la discrimina­
ción dentro de las causales de etnocidio,
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porque ello implicaría que lo que ha­
bría que probar es la destrucción de la
cultura y no como en la discriminación
los hechos concretos de agresión con
factor de discriminación.

LA AUTONOMÍA INDÍGENA Y

LA REFORMA DEL ESTADO

No parece considerarse en la iniciativa
de ley que las instituciones actuales
deberán reformarse para dar participa­
ción a los pueblos indígenas tanto en
su diseño y operación como en su con­
ducción. Requeriría un transitorio que
lo estableciera. En un Estado como
Oaxaca, el conjunto de las dependen­
cias del Ejecutivo, tanto estatal como el
Federal, deberán responsabilizarse de
cumplir con la presente ley en lo que
corresponda a sus competencias y no
solamente el Poder Judicial o la
Procuraduría para la Defensa del indí­
gena, como señala el proyecto de ley,
ésta última, en todo caso, debería con­
vertirse en una especie de ombudsman.
Por ello se sugiere la revisión detallada
del contenido de los derechos que la
ley refiere pues la procuraduría no ten­
dría por qué intervenir en materias cuya
atención corresponde a otras depen­
dencias por ejemplo la delegación de
SEMARNAP en Oaxaca o la de la SRA
o la PA. Por otra parte, no debemos
olvidar que si se está reconociendo
autonomía a los pueblos indígenas y a
sus comunidades, también a ellos co­
rresponde la responsabilidad de aplicar
la ley:

Artículo 5º.- El estado por conduc­
to de la Procuraduría para la Defensa
del Indígena y del Poder Judicial, en el
ámbito de sus respectivas competen­
cias, quedan facultados para aplicar la
presente Ley y asegurar el respeto de
los derechos sociales de los pueblos y

. comunidades indígenas, conforme al
principio igualitario de que ninguno de
ellos, o cualquier núcleo no indígena,
será considerado superior a los demás.

Asimismo, en el artículo 20 se re­
fiere a las instituciones culturales del
Estado que apoyarán en el manteni­
miento, protección y desarrollo de sus
manifestaciones culturales, pero no
establece la participación directa en la
conducción y administración de los
proyectos.

LA CONTINUIDAD DE LA

REFORMA DEL CONJUNTO DEL

ORDEN JURÍDICO ESTATAL

Uno de los artículos transitorios de la
iniciativa de ley que comentamos esta­
blece: "Se derogan todas las disposi­
ciones de igual o menor rango que
contravengan esta ley". Sin embargo,
dicha derogación no siempre será au­
tomática, requiere la precisión especí­
fica para evitar interminables juicios y
controversias. Por ello, reconociendo
los importantes avances legislativos en
el Estado de Oaxaca, resulta indispen­
sable establecer en dicho transitorio de
esta ley marco que se continuará la
revisión y en su caso reforma de la le­
gislación estatal para garantizar el ejer-
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cicio de la autonomía de los pueblos y
comunidades indígenas (es el caso de
la mención del artículo 9° a la Ley Or­
gánica municipal como marco para las
formas de organización social y po­
lítica).

La iniciativa de Oaxaca antes que
mostrar que se puede prescindir de la
reforma a la Constitución General,
muestra de manera contundente su
necesidad y urgencia. Las debilidades
en el alcance de algunos de sus plan­
teamientos obedece al cuidado que se
tuvo de no invadir materias de regula­
ción federal, no obstante que se refie­
ren a derechos contenidos en el
convenio 169 de la OIT. Un claro ejem­
plo de ello es el del acceso al uso y
disfrute de recursos naturales que en
la iniciativa respeta las limitadas atribu­
ciones estatales en la materia. También
en materia electoral a los avances
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oaxaqueños les urge una reforma a la
Constitución General en los artículos
41 y 116, fr. IV inciso b) para evitar
posibles conflictos con sus regulacio­
nes en materia de elección por usos y
costumbres.

El Senado de la República, que tie­
ne en su, agenda dos iniciativas de re­
forma constitucional, la del Partido
Acción Nacional y la del Ejecutivo Fe­
deral debería contrastar la propuesta
oaxaqueña con el horizonte que las
mismas contienen y valorar la necesi­
dad de ampliar su perspectiva y volver
los ojos al documento elaborado por
la COCOPA que contiene la propues­
ta que fortalecería iniciativas como la
de Oaxaca y reformas constitucionales
como la de Chihuahua y Campeche.
Con un ejercicio así, por encima de in­
tereses partidarios, se contribuiría al
diálogo y la paz en Chiapas.




